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Resumen: En este artículo analizamos el cubrimiento mediático de las sentencias de las cortes constitucionales de Colom-

bia y México referidas al derecho al libre desarrollo de la personalidad, consagrado en Colombia con la Constitución de 1991 y 

en México a partir de los fallos de la Suprema Corte en la primera década del siglo XXI. Nuestro interés es dar cuenta de qué 

informan los medios de lo que deciden los tribunales y los insumos con los que cuentan las personas para comprender los 

derechos. Rastreamos notas de prensa que aludían a dichas sentencias en periódicos de ambos países y construimos una base 

de datos que procesamos con el software NVivo. Encontramos que, a pesar de la variedad de materias abordadas en las sen-

tencias, en México la atención de los medios se volcó a aquellas referidas al consumo de marihuana, mientras que en Colombia 

el cubrimiento fue un poco más equilibrado y se prestó atención a varias materias como la apariencia personal (sobre todo en 

el ámbito escolar) y la discriminación por orientación sexual. En ambos casos parece comprobarse lo que ha señalado la lite-

ratura especializada en el sentido de que los medios prestan atención a dramas en desarrollo, si bien hay otros aspectos a 

considerar. 

Palabras clave: Derecho al libre desarrollo de la personalidad, difusión de derechos, tribunales constitucionales, con-

sumo de marihuana, derechos de población LGBTIQ 

 

Abstract: In this article we analyze the media coverage of the rulings of the constitutional courts of Colombia and Mexico 

regarding the right to free development of personality, enshrined in Colombia with the 1991 Constitution and in Mexico based 

on the rulings of the Supreme Court in the first decade of the 21st century. Our interest is to account for what the media reports 

on what the courts decide and the inputs that people have to understand the rights. We tracked press releases that alluded to  

these rulings in newspapers of both countries and built a database that we processed with the NVivo software. We found that, 

despite the variety of subjects addressed in the rulings, in Mexico the media's attention was focused on those referring to 

marijuana use, while in Colombia the coverage was a little more balanced and attention was paid to various subjects such as 

personal appearance (especially in the school institutions) and discrimination based on sexual orientation. In both cases, what 

has been pointed out in the specialized literature seems to be confirmed, in the sense that the media pay attention to unfolding 

dramas, although there are other aspects to consider. 
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Introducción 

En las últimas décadas, las altas cortes —aquellas que ejercen labores de control constitucional— han 

adquirido una mayor relevancia en los países latinoamericanos; abundan las publicaciones especiali-

zadas en la materia planteando que la gente recurre cada vez más a tales instancias para hacer valer 

sus derechos. ¿Cómo se enteran las personas comunes y corrientes de lo que hacen los tribunales y 

de que pueden proteger sus derechos? ¿Qué conductas específicas amparan los derechos, sobre todo 

aquellos de reciente incorporación en los ordenamientos jurídicos? Puede haber diversas vías, entre 

ellas, lo que informan los medios sobre lo que hacen los tribunales y lo que dicen sobre lo que la gente 

reclama ante ellos. Por ejemplo, veamos los siguientes titulares de periódicos colombianos: “Escolares 

embarazadas no deben ser expulsadas: Corte”, “Corte autoriza a Carlos llamarse Pamela Montaño”. 

Y un par de medios mexicanos: “Corte aprueba que personas con ‘discapacidad intelectual’ tomen sus 

decisiones”, “Avala la Corte el uso lúdico de mariguana”. Son titulares de notas que informan de sen-

tencias de la Corte Constitucional de Colombia (CCC) y de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

(SCJN) de México referidas al derecho al libre desarrollo de la personalidad (DLDP). De esto trata 

este artículo.  

El DLDP es un derecho que se introdujo por primera vez en el constitucionalismo alemán de 

la segunda posguerra (Schwabe, 2009) y, más recientemente, en los países latinoamericanos. En el 

caso mexicano, este derecho no se enuncia de manera expresa en la Constitución Política y fue incor-

porado al orden jurídico a través de la jurisprudencia de la SCJN, en el marco del proceso más amplio 

de afianzamiento de los derechos humanos en el país. Aquí, los medios de comunicación adquieren 

gran centralidad para la difusión del derecho, su conocimiento y apropiación por parte la población. 

En el caso de Colombia, donde el DLDP, junto con un amplio catálogo de derechos fundamentales, 

fue incluido en la Constitución promulgada en 1991 y conocido pronto por la sociedad (Bacca Mejía, 

2022), la prensa tiene un papel importante para que la gente sepa de qué manera el tribunal consti-

tucional está invocando el DLDP, en qué casos, y qué conductas y sectores de la población protege. 

Por esta vía buscamos acercarnos a la cuestión del papel que tienen los medios para que se conozcan 

y difundan los derechos, de cómo contribuyen a formar una conciencia pública en torno a estos 

(Heinze, 2011) y a los tribunales. 

El artículo presenta un análisis comparado del cubrimiento que le dieron algunos medios de 

comunicación a las sentencias de los tribunales constitucionales de Colombia y México referidas al 

DLDP. Se mostrará que no todas las materias abordadas por los tribunales tuvieron la misma atención 

por parte de los periódicos seleccionados y, en el caso de México, la mayor cobertura a las sentencias 

de la Corte y las mayores referencias al DLDP se hicieron en torno a los amparos relacionados con el 

consumo de marihuana; en el caso de Colombia, se abordaron de manera más equilibrada las diversas 

materias, pero hubo dos que destacaron: las sentencias referidas a la apariencia personal y a la dis-

criminación por orientación sexual. Antes de detallar los hallazgos centrales de la revisión de los me-

dios, hacemos algunas precisiones sobre el fortalecimiento de los tribunales en los dos países, la in-

corporación del DLDP y cómo entendemos el papel de los medios; luego presentamos la metodología 
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para enseguida presentar los hallazgos de manera separada para cada caso. Para terminar, hacemos 

un análisis comparado y desarrollamos la conclusión. 

 

Centralidad de los tribunales constitucionales, la agenda de 

derechos humanos y la importancia del cubrimiento de la 

prensa 

El fortalecimiento del poder judicial y las altas cortes en la región se ha dado por diferentes vías. En 

el caso de Colombia, si bien la Corte Suprema de Justicia ejerció labores de control constitucional a 

lo largo del siglo XX (Cajas Sarria, 2014), será a partir de 1991, en el marco de la promulgación de la 

nueva constitución, con la incorporación de una amplia carta de derechos y la creación de la CCC, que 

se fortalecerá y afianzará dicha función de control con respecto a la garantía y defensa de los derechos 

humanos (Uprimny & García Villegas, 2002). En el caso de México, la SCJN empezó a desarrollar 

labores propias de un tribunal constitucional a partir de las reformas introducidas en la década de 

1990 y será en el transcurso de la primera década del siglo XXI que empiece a ocuparse de manera 

consistente de cuestiones de derechos humanos (Fix-Fierro, 2020); esto se vio reforzado con la re-

forma de 2011 con la cual los derechos humanos adquieren rango constitucional, dándole entrada al 

andamiaje jurídico internacional en la materia1. 

En los dos países, entonces, durante las últimas décadas se han fortalecido las altas cortes en 

su función de control constitucional y de garantes de los derechos humanos, proceso que se describe 

en términos de judicialización de la política (Sieder et al., 2011) y es en este contexto que se ha incor-

porado y afianzado, también, el DLDP. En México lo empezó a invocar la SCJN en sus sentencias a 

partir de 2009 (Alterio, 2019), y lo incorporó al orden jurídico mexicano en 2015 a partir de su juris-

prudencia (Bacca Mejía, 2022). En el caso de Colombia, el DLDP se consagró en la Constitución de 

1991, en el artículo 16; y por su parte, la Corte empezó desde 1992 a responder demandas (acciones 

de tutela) en las que se le invoca y, a través de sus fallos, a delinear los alcances de este derecho. 

La mayor relevancia de los tribunales constitucionales y la creciente atención a los derechos 

humanos se evidencia también en la cobertura más amplia de los medios. El análisis que hacemos de 

cómo algunos de los medios de mayor circulación nacional en los dos países han informado sobre las 

sentencias de los tribunales constitucionales en torno al DLDP busca comprender el ejercicio de me-

diación e interpretación que aquellos realizan para informar y explicar las decisiones de los tribuna-

les, en tanto deciden qué y cómo informar los acontecimientos (González Reyna, 2010, p. 99). 

Ese proceso de mediación en el caso de las sentencias reviste una complejidad mayor derivada 

del carácter del lenguaje jurídico, más especializado que el lenguaje común, la referencia al marco y 

                                                
1
 La reforma consistió en la modificación de 11 artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos (CPEUM), incluyendo la del artículo 1 en el que se estableció que los derechos de los que goza la población 
son los reconocidos en la CPEUM (en la que antes se hablaba de garantías) y los tratados internacionales sobre 
derechos humanos firmados por México (Carbonell & Salazar, 2011).  
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los procedimientos legales no necesariamente conocidos y comprendidos por la población en general, 

y la extensión de las sentencias (pueden ser de cientos de páginas), por mencionar algunos aspectos. 

Partiendo de que los medios no son simples correas de transmisión, nos planteamos la pregunta 

acerca de por qué les dan mayor cubrimiento a unas temáticas y no a otras, qué consideran noticia y 

qué no. Harcup y O’Neill (2017) han identificado diversos requerimientos que hacen que algo sea 

noticia; uno de ellos es que lo que se reporta sean historias sobre un drama en desarrollo, y aquí 

ubican los casos judiciales (court cases), junto con accidentes, rescates y otros. Veremos que, en 

efecto, algunos de los temas que más cubrimiento tuvieron por parte de los dos países se ajustan a 

este requerimiento, pero que también tienen otras características.  

 

Metodología 

El artículo se basa en los resultados de una investigación realizada entre 2020 y 20212 que analizó de 

forma comparada las sentencias producidas por la Corte Constitucional de Colombia y la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación de México en torno al DLDP (Bacca Mejía, 2022) y la manera como los 

medios de comunicación informaron sobre ellas. La revisión de prensa en cada país estuvo determi-

nada por la temporalidad de las sentencias producidas por cada tribunal: según las fechas de publi-

cación de los fallos, los días en que los tribunales sesionaron y votaron las resoluciones, y también por 

las materias que se abordaban en ellas. No era posible hacer la búsqueda en medios solamente a través 

de los nombres de las sentencias porque estos no siempre eran incluidos, se hablaba en términos poco 

precisos o genéricos (por ejemplo: “el nuevo fallo” o “la sentencia del tribunal”); y también porque 

podía ocurrir que en una misma nota de prensa se hablara de más de una sentencia. Dado que la 

investigación se desarrolló durante la pandemia de COVID-19, la consulta en medios se realizó a tra-

vés de sus portales digitales. El abordaje metodológico fue mixto, pues a partir de esta base de datos 

realizada en Excel generamos tablas de frecuencia de las materias abordadas3, centrales para el aná-

lisis posterior del corpus con un enfoque más cualitativo.  

La selección de los medios revisados en los dos países se hizo buscando incluir medios de 

circulación nacional —aunque más bien habría que decir “de referencia nacional y [que] tienen mayor 

resonancia que la prensa local” (García Rubio, 2013, p. 81)— y publicación diaria. En el caso de Co-

lombia sólo dos periódicos impresos (con sus respectivos portales digitales) responden a este criterio: 

El Tiempo y El Espectador, ambos con un siglo o más de haber sido fundados en Bogotá, la capital 

                                                
2
 La investigación IA302920 “El derecho al libre desarrollo de la personalidad y procesos de individualización 

en México y Colombia: entre las transformaciones jurídicas y los cambios sociales” fue realizada gracias al finan-
ciamiento de la Dirección General de Asuntos del Personal Académico (DGAPA) de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México (UNAM), en el marco del Programa de Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación Tec-
nológica (PAPIIT). La autora y el autor fungieron, la primera como directora y responsable del proyecto y el 
segundo como becario del proyecto durante sus dos años de duración. 
3
 A partir de la revisión sistemática de las sentencias relativas al DLDP emitidas por los tribunales de los países, 

en el marco de la investigación referida, identificamos 48 materias o temáticas abordadas en dichos fallos para 
el caso colombiano, mientras que las resoluciones de la SCJN en México se concentraron en 16 materias. La razón 
del diferencial en el número de materias las explicamos más adelante en el apartado de resultados. 
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del país; adicionalmente, se incluyó en la revisión la revista Semana, que sólo circula el fin de semana, 

pero que, a pesar de no tener una publicación diaria, es de amplia circulación y referencia a nivel 

nacional. En el caso de México, hay una mayor cantidad de medios que responden a los criterios se-

ñalados y, por ello, se buscó que hubiera variedad en cuanto a la línea editorial: El Universal, fundado 

en la segunda década del siglo XX y uno de los de mayor circulación en el país; El Financiero, La 

Jornada y Reforma, fundados en las últimas décadas del siglo XX. Respecto a la orientación política 

de los medios, Rodelo y Muñiz (2017), apoyándose en una revisión de varios estudios, ubican a El 

Financiero y Reforma en el espectro ideológico de la derecha, mientras que a La Jornada en el de la 

izquierda y El Universal en el centro. Incluimos, además, el medio independiente nativo digital Ani-

mal Político para dar cuenta de la fuerza que han tomado en los últimos años este tipo de plataformas. 

El objetivo de la revisión era ver qué y cómo comunicaban los medios acerca de las sentencias identi-

ficadas previamente, qué información proveían en particular sobre el DLDP, las personas que eran 

amparadas por los fallos de los tribunales y las conductas protegidas o autorizadas por ellos.  

Se consolidó una base de datos en la que, además de los datos básicos de captura (fecha de 

emisión, medio, url, autoría), se recuperaron los titulares de las notas de prensa seleccionadas y se 

detallaron la sentencia o sentencias a las que hacían referencia, las materias abordadas, un breve re-

sumen de la noticia, los actores a los que hacían referencia (centrando la atención especialmente en 

quiénes eran los demandantes), si se mencionaba de forma explícita el DLDP y si eran referidos otros 

derechos relacionados. Se consolidó una base de datos conformada por un total de 454 notas de 

prensa, 144 para el caso de Colombia y 310 para el de México; esta desproporción se explica por lo 

señalado atrás acerca del mayor número de medios existentes en México, a diferencia del caso de 

Colombia, y por el inmenso interés que generaron las sentencias referidas al consumo lúdico de ma-

rihuana, como lo mostramos más adelante.  

Después de terminar la revisión de los medios seleccionados y con la base de datos consoli-

dada procedimos al análisis de contenido apoyándonos en el software NVivo; definimos cuatro cate-

gorías descriptivas para llevar a cabo la codificación: 1) DLDP (qué se decía del derecho, cómo se lo 

explicaba y si se señalaba dónde estaba consagrado); 2) demandantes (cómo se nombraba a las per-

sonas que interponían las demandas —amparos en México y tutelas en Colombia—, qué información 

se daba de ellas, cómo eran descritas y valoradas); 3) conductas amparadas (cómo se las describía y 

cómo se las valoraba); y 4) tribunales (qué información se daba de ellos y de sus integrantes y si se 

detallaba el contenido y alcance de las sentencias).  

Como se observa, el énfasis estuvo puesto en analizar, por un lado, qué información proveían 

las notas de prensa sobre el DLDP, las personas que demandaban para proteger sus derechos, las 

conductas amparadas y las sentencias producidas por los tribunales; por otro lado, cuáles eran las 

valoraciones expresadas en torno a todos ellos. La premisa que orientó el análisis es que a partir del 

tratamiento que dan los medios a estos temas es que algunos sectores de la sociedad conocerán el 

DLDP, qué y a quiénes protege, y estarán en condiciones o no de comprenderlo, apropiarlo y ejercerlo. 

La comprensión del derecho está mediada por los énfasis de los medios, la relevancia que le conceden 



Cubrimiento mediático de sentencias de los tribunales constitucionales… 6 

 

Revista de Comunicación Política, vol. 7, enero-diciembre, 2025, http://rcp.uanl.mx, pp. 1−28, ISSN: 2992-7714 

a un suceso a partir del cual consideran que puede producir una noticia. Como veremos a continua-

ción, no todas las sentencias de los tribunales sobre el DLDP fueron consideradas lo suficientemente 

relevantes como para convertirlas en noticias y algunas se mantuvieron con este carácter por más 

tiempo que otras; entonces, en palabras de Califano (2015), los medios “otorgan un carácter público 

a ciertos acontecimientos y pueden construir nuevas realidades a partir de su difusión” (p. 67). 

El caso de Colombia  

De los tres medios revisados en el caso colombiano, El Tiempo fue el periódico que mayor 

cubrimiento dio a las sentencias de la CCC, sumando 91 notas, seguido por El Espectador, con 43, y 

la Revista Semana, con 10, destacando que la publicación de este último medio es semanal. En total, 

los tres medios suman 144 notas periodísticas. En la Figura 1 se puede visibilizar la cobertura por cada 

medio, así como las variaciones de ésta a lo largo del tiempo.  

 

Figura 1. Notas publicadas por medio de comunicación en Colombia. 

 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

El Tiempo, además de ser el medio del que se recuperaron más notas, es del cual se encon-

traron los registros digitales más antiguos, con notas publicadas desde 1992. En cambio, la nota más 

antigua publicada por la revista Semana relacionada con la CCC y el DLDP data de 2002, mientras 

que la equivalente de El Espectador es de 2008, porque las publicaciones previas a ese año no estaban 

disponibles en su portal digital. Esta es una limitación importante del trabajo que hay que tener en 

cuenta; no obstante, también hay que señalar que entre 2000 y 2008 el periódico tuvo una circulación 

semanal, en lugar de diaria, por lo que el volumen de noticias en ese periodo sería, en todo caso, 
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necesariamente menor. Por otra parte, el cubrimiento de Semana es bastante bajo en comparación al 

de los otros dos en razón de la periodicidad de su publicación. Sobre este medio vale decir que la 

mayor parte de sus notas (7 de 10) se enfocaron en temáticas relacionadas con la identidad de género, 

la discriminación por orientación sexual o con las sanciones disciplinarias dirigidas a personas ho-

mosexuales en ámbitos como el Ejército o la Armada colombianos. 

La revisión de prensa colombiana abarcó un periodo de 29 años, es decir, de 1992 a 2021; el 

inicio del periodo de revisión es muy anterior al caso mexicano por la consagración del DLDP en la 

Constitución de 1991 y que la CCC empezó a resolver recursos en los que se invocaba este derecho 

desde 1992. En ese periodo identificamos cuatro momentos en los que los medios de comunicación 

publicaron una mayor cantidad de notas de prensa respecto a las sentencias de la CCC sobre el DLDP, 

como se puede observar en la Figura 2. 

 

Figura 2. Frecuencia de notas de prensa para el caso de Colombia. 

 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

En dos de los cuatro momentos en los que hubo un mayor cubrimiento, 1998 y 2013, se in-

cluyen notas sobre diversas materias, sin que ninguna sobresalga de forma notoria; en el caso del pico 

de 2007, todas las notas fueron con respecto a la discriminación por orientación sexual. En el último 

pico, que abarca 2016 y 2017, también se abordan diversas materias, pero sobresale un tema particu-

lar: la apariencia personal, con 14 notas. 

La Figura 3 muestra que la temática que mayor cubrimiento tuvo por parte de los medios de 

comunicación colombianos seleccionados fue apariencia personal, con 30 notas (20.83%), seguida de 

discriminación por orientación sexual, con 24 notas (16.66%); son cerca de doce materias las que más 

cubrimiento mediático tuvieron, de 24 que abordaron los medios en total. Éstas son muchas menos 
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materias que las abordadas por el tribunal colombiano en las sentencias sobre DLDP, que llegaron a 

52, lo que indica que cerca de la mitad de dichas materias no recibieron cobertura periodística. 

 

Figura 3. Comparación del número de notas por materia para el caso de Colombia. 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

A continuación, detallamos lo que encontramos en el caso colombiano con respecto a la in-

formación que se da en torno al DLDP. Para comenzar, hay que señalar que en el 50.69% de las notas 

de prensa se menciona explícitamente el DLDP. Esto es algo significativo porque se da cuenta del 

fundamento jurídico de los comportamientos que se protegen; además, hay notas que refieren con 

puntualidad al artículo 16 de la Constitución de 1991 en el que se consagra el DLDP y otras que señalan 

que el derecho está incluido en la Constitución, aunque no mencionen el número del artículo; dicha 

mención en las notas, por lo general, está asociada a que la CCC remite de manera expresa a él en sus 

sentencias, así que se usan expresiones como que el tribunal “recalcó” lo que dice este artículo o basó 

su fallo en él, por ejemplo: “El documento [la sentencia] insiste en que el artículo 16 de la Constitución 
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Política de Colombia protege la capacidad de las personas para definir, en forma autónoma, las op-

ciones vitales que guiarán el curso de su existencia” (Con tutela, joven transexual pide ir en falda al 

colegio, 2014). 

Por lo demás, en las notas se detalla lo argumentado por el tribunal en sus fallos, ya sea ha-

ciendo citas textuales o paráfrasis: 

[…] el cambio de nombre está amparado por los derechos al libre desarrollo de la personali-

dad y a la expresión de la individualidad. A juicio de la Corte, todo individuo, a su libre arbi-

trio, puede determinar su propio nombre, así éste, para los demás, tenga una expresión dis-

tinta de la del común uso […] Debe anotarse, advirtió la corporación, que la persona humana, 

en virtud de su autonomía, tiene derecho a fijar su identidad personal, la cual corresponde a 

su modo de ser, siempre y cuando no altere el orden jurídico; todo ello en virtud del libre 

desarrollo de la personalidad. (Corte autoriza a Carlos llamarse Pamela Montaño, 1993, párr., 

9) 

Otras notas refieren al ámbito que protege el DLDP, pero enfatizando lo que no se puede 

hacer, sanciones que no se pueden aplicar, leyes que no pueden seguir vigentes, porque violan la 

Constitución de 1991 y/o el DLDP; no sólo es bastante recurrente que se señale que se viola el derecho, 

también se usa el verbo vulnerar:  

El alto tribunal afirmó que a los jóvenes se les viola su derecho al libre desarrollo de la per-

sonalidad en el ámbito de la educación básica y media, cuando “se les impide en forma irra-

zonable alcanzar o perseguir aspiraciones legítimas de su vida o valorar y escoger libremente 

las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia y permiten su realización como 

seres humanos”. (Colegios no pueden imponer cortes de cabello ni prohibir joyas: Corte, 

2016, párr., 3) 

[Se justifica] la decisión de inconstitucionalidad [puesto que] la extinción de la susti-

tución pensional por nuevas nupcias vulnera los derechos fundamentales a la igualdad y al 

libre desarrollo de la personalidad de las viudas y los viudos. (Ávila Palacios, 2018, párr., 4) 

Así se puede identificar el énfasis presente en las notas en términos de precisar qué y quiénes 

violan o vulneran el DLDP, ya sean instituciones educativas, cárceles, oficinas públicas o personas 

particulares como familiares y vecinos. Respecto a las valoraciones, negativas o positivas, en torno al 

DLDP y a las conductas que este derecho ampara, se encontraron muchas; de hecho, podría señalarse 

que una buena parte de las notas de prensa que informan de las sentencias de la CCC en relación con 

este derecho, dan cuenta de debates y polémicas que se generan en torno a ellas. Por ejemplo, si la 

Corte da la razón a estudiantes para que en su colegio no les puedan impedir llevar un peinado que se 

considera prohibido, o usar piercings, se cita a rectores inconformes con la decisión, alegando que 

“no se les ha vulnerado ningún derecho”, que en la institución educativa sólo se toman medidas para 

“preparar a hombres de bien” (Corte Constitucional regañó a colegio por censurar cortes de cabello, 

2014). 
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Los cuestionamientos también pueden provenir de funcionarios de alto rango de institucio-

nes como el Ejército Nacional a propósito de la declaración de inconstitucionalidad de la prohibición 

de que personas homosexuales hicieran parte de esa corporación; en la nota se cita a un general se-

ñalando que respeta, pero no comparte, que “alegando el respeto al libre desarrollo de la personalidad 

[…se…] declare inconstitucionales algunos apartes del código de honor militar” (Ejército no quiere a 

los homosexuales, 1999, párr., 1). 

Los diferentes fallos de la CCC a favor de la población LGBT, los cuales los medios colombia-

nos cubrieron con mucho interés, generaban reacciones de celebración entre organizaciones defen-

soras de sus derechos, pero también de rechazo, sobre todo de integrantes de la iglesia católica y de 

asociaciones cercanas a ellas. Por ejemplo, cuando se hizo el cubrimiento de la sentencia C-075 de 

2007 que reconoció derechos matrimoniales a las parejas homosexuales, el entonces vocero del Con-

sejo Pontificio para los Laicos señaló que el fallo: “Es contrario a la familia y al matrimonio. Se abre 

la compuerta para que ellos puedan adoptar niños. Los magistrados se han convertido en unos per-

vertidores de la niñez y de la juventud” (Corte da primer derecho a parejas gays, 2007, párr., 11). En 

varias notas se consignaron reacciones similares de sacerdotes y también de integrantes del poder 

legislativo de la época; algunas de ellas cuestionaban que la Corte tomara decisiones que le corres-

pondían al Congreso, cuestionando el poder excesivo del tribunal.  

Un tema que los medios registraron como particularmente polémico fue el de la autorización 

o no de las cirugías para personas menores de edad. 

De nuevo la Corte Constitucional al amparar derechos fundamentales y el del libre desarro-

llo de la personalidad en menores de 18 años enciende una polémica. En este caso, al permi-

tir que las cirugías plásticas con carácter estético se puedan realizar desde los 14 años siempre 

y cuando tengan el permiso de los padres. (Suárez, 2017, párr., 1; cursivas añadidas) 

Es interesante lo que se señala en la primera frase de la cita, en tanto que se reitera que el 

tribunal con sus pronunciamientos en torno a los derechos fundamentales y, en particular el DLDP, 

genera polémicas. Se trata de una afirmación que también da pistas acerca del interés por darle cu-

brimiento a las sentencias del tribunal, pero también de la constatación de que hay un amplio abanico 

de temáticas sobre las que éste se pronuncia y generan discusión. 

La manera en la que la prensa colombiana refiere a las personas que reclaman la violación de 

sus derechos es variada, pero predominan los términos de ciudadano y ciudadana, demandante, es-

tudiante; también la indicación del vínculo de la persona que interpuso el recurso con la persona a la 

que se le está vulnerando el derecho: la madre, la abuela o el padre de una adolescente, de un joven, 

etc. Por ejemplo: “La abuela del adolescente, defendiendo los derechos de su nieto, que se identifica 

como transexual, solicitó al juez de tutela que ordene al colegio que permita que el muchacho pueda 

asistir a las aulas en falda. Es decir, con el uniforme que portan las niñas de la institución” (Con tutela, 

joven transexual pide ir en falda al colegio, 2014, párr., 3; cursivas añadidas). 

Por lo general se cuenta de manera breve la historia que llevó a las personas a interponer una 

tutela por la violación a sus derechos y se incluyen sus nombres: “Aunque Edgar Hernán Carrero 
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llegaba con las tareas hechas y las lecciones bien aprendidas, los profesores no lo dejaban entrar al 

salón por su larga cabellera” (Corte Constitucional amparó el derecho de estudiantes que usan pelo 

largo, 2008, párr., 1). 

Sin embargo, en algunos casos se usa un pseudónimo para proteger la identidad de las per-

sonas, por ejemplo: “Paola* tiene 16 años, cursa quinto grado de bachillerato en un plantel religioso, 

es una de las mejores del colegio, pero no puede estudiar más. Está embarazada” (Escolares embara-

zadas no deben ser expulsadas: Corte, 1995, párr., 1). 

Algo notorio es que en la descripción de las personas demandantes se detalla en qué se ocupan 

o cuál es su situación, y es posible enterarnos de que son trabajadoras sexuales, o campesinas, reclu-

sos (personas privadas de la libertad) residentes en ciudades capitales como Bogotá o Medellín, pero 

también en pequeños pueblos como La Tola (departamento de Nariño), Guadalupe (Santander), 

Nuquí (Chocó), todos ellos de menos de 10,000 habitantes. 

En el caso colombiano, la mayoría de las notas de prensa hablan de personas del común, sin 

títulos académicos o pertenencia a alguna organización, que interponen recursos legales (acciones de 

tutela) para enfrentar la vulneración de sus derechos. Varias características de este recurso explican 

que sea interpuesto por gente del común con mucha frecuencia; la tutela se introdujo desde la Cons-

titución de 1991 para garantizar el cumplimiento de los derechos, es un mecanismo sin costo, rápido 

y expedito; para interponerla no se requiere contar con un abogado y el juez debe resolverla en 10 

días. Por todas estas condiciones, la tutela ha sido apropiada por la población que empezó a recurrir 

a ella desde la década de 1990, y a partir de la década de 2000 tuvo un incremento exponencial: 

mientras en 1995 se interpusieron alrededor de 30,000 tutelas, este número aumentó a más de 

132,000 en el año 2000. Para el 2010 esta última cifra se triplicó y desde el 2015 la cifra anual de 

tutelas que se interponen en el país está por encima de 600,000, tendencia que se ha mantenido hasta 

la actualidad (con excepción del año 2020 que cayó a 292,559, en el marco de la pandemia de COVID-

19) (Corte Constitucional de Colombia, 2023). 

El caso de México 

Los medios revisados para este caso publicaron 310 notas relativas al DLDP durante los 12 

años transcurridos entre 2008 y 2020. Se tomó este periodo porque es a partir del 2008 que la SCJN 

empieza a emitir sentencias en las que hace referencia al DLDP, que, como hemos dicho, fueron la vía 

por la que se lo incorporó al orden jurídico mexicano al no estar explícitamente consagrado en la 

Constitución. El periódico Reforma fue el medio que concentró la mayor cantidad de notas de prensa, 

con 103 en total; le siguieron los periódicos El Universal, con 87, y La Jornada, con 75; en cuarto 

lugar, se encuentra el portal Animal Político, con 42 artículos publicados, y, por último, el periódico 

El Financiero, que sumó 3 notas. 

Se puede decir, en términos generales, que la cobertura de las sentencias de la SCJN referidas 

al DLDP es similar por parte de los diferentes medios de comunicación, aunque en proporciones dis-

tintas. Los dos picos de publicación de notas los encabezan Reforma y El Universal, seguidos de La 
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Jornada y Animal Político. El Financiero, siendo un periódico especializado en economía y negocios, 

sólo publicó 3 notas relativas al DLDP y a las decisiones del máximo tribunal en el pico del 2015 (el 

más sobresaliente de los que se aprecian en la Figura 4). Sin embargo, los demás medios se inclinaron 

por abordar de forma abrumadora y construir como noticia de máxima relevancia el tema central del 

caso mexicano en torno al libre desarrollo de la personalidad: el consumo lúdico de marihuana. 

 

Figura 4. Notas publicadas por medio de comunicación en México. 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

En el año de 2015, cuando se presenta el pico más sobresaliente del periodo analizado, se 

publicaron 160 notas de prensa relativas al DLDP; de ellas, 139 fueron sobre consumo de marihuana. 

Las restantes abordaron el divorcio incausado, el derecho a la educación o el matrimonio y concubi-

nato entre parejas del mismo sexo4. El segundo pico es del 2018 y cubre 51 notas de prensa que refie-

ren al DLDP; aquí también predomina la materia del consumo de marihuana, con 47 notas, mientras 

que las restantes aluden al divorcio incausado, al concubinato y a la identidad de género auto-perci-

bida.  

Como podemos ver en la Figura 5, el año que acumuló más notas en tercer lugar es 2016, con 

22, de las cuales 16 fueron sobre derecho a la educación, vinculado a la controversia respecto al cobro 

de cuotas en universidades, materia que abordaron todos los medios analizados excepto El Finan-

ciero. Sobre el tema Reforma publicó 6, La Jornada, 5; Animal Político, 3; y El Universal, 2. La otra 

                                                
4
 Una nota puede abordar más de un tema. 



Ángela Margoth Bacca Mejía y Óscar Alí Nava García  13 

Revista de Comunicación Política, vol. 7, enero-diciembre, 2025, http://rcp.uanl.mx, pp. 1−28, ISSN: 2992-7714 

temática que destacó, aunque con mucha menor cobertura, fue personas con discapacidad (3 notas), 

seguido de concubinato, consumo de marihuana y matrimonio y concubinato entre personas del 

mismo sexo, cada materia con una nota publicada. 

 

Figura 5. Frecuencia de notas de prensa para el caso de México. 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

El pico que le sigue a los de 2015, 2018 y 2016 (aunque en este último no haya predominado 

la materia de consumo de marihuana) es el de 2012, con 17 notas: Reforma publica el máximo con 9, 

seguido, curiosamente, no por El Universal, que no publica ninguna (junto con El Financiero), sino 

por La Jornada y Animal Político, cada uno con 4 notas. La mayoría de las publicaciones versaron 

sobre el divorcio incausado (9) y matrimonio igualitario (6).  

En la Figura 6 se puede observar que los medios abordaron 14 materias en total (de las 18 en 

las que agrupamos las sentencias de la SCJN referidas al DLDP) y que el consumo de marihuana fue 

la materia con mayor cubrimiento: del total de notas encontradas sobre las sentencias, 195 (62.9%) 

hacen referencia a los amparos sobre marihuana que empezaron a llegar al tribunal y éste empezó a 

resolver a partir de 2015. Los pronunciamientos de la SCJN a favor del autoconsumo y con respecto 

a la inconstitucionalidad de la prohibición de la marihuana en la Ley General de Salud llamaron enor-

memente la atención; entre otras cosas, porque se cuestionaba la política prohibicionista del Estado 

mexicano en la materia y se planteaba la posibilidad de la legalización, algo por lo que de tiempo atrás 

venían luchando algunos sectores de la sociedad (Derbez de la Cruz et al., 2024), en el marco de un 

recrudecimiento de la violencia generada por las organizaciones delictivas dedicadas al tráfico de dro-

gas y la lucha contra ellas (Astorga, 2017). 

Un dato importante es que, de las 310 notas encontradas, sólo 87 hacen mención explícita del 

DLDP (28.06%), mientras que 223 notas no lo mencionan (71.93%). Hay que destacar esto porque 

nos habla de la manera en la que los medios y periodistas razonan, justifican o contextualizan las 

decisiones de la Corte. Ahora, en cuanto a lo que encontramos con respecto al DLDP, ya señalamos 
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que la desproporción en el cubrimiento mediático que se le dio al tema de la marihuana es contun-

dente, pero destaca también porque es en este tema donde la mención explícita del DLDP aumenta, 

y, más allá de solo nombrarlo, cerca de la mitad de las notas que aluden a las sentencias al respecto, 

retoman la definición del derecho, lo conceptualizan y describen. 

 

Figura 6. Comparación del número de notas por materia para el caso de México. 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

De las 175 notas que hablan sobre marihuana, 73 mencionan de forma explícita el DLDP. 

Llama aún más la atención cuando recordamos que de las 310 notas en total del caso mexicano, sólo 

87 mencionan el derecho. Es decir, si no fuera por el tema de la marihuana, la construcción de una 

nueva interpretación judicial en México, con implicaciones muy importantes tanto en el ámbito indi-

vidual como en el colectivo (ya que incide, por lo menos, en las políticas de drogas, de seguridad y de 

salud —por la marihuana— pero también en el ámbito familiar, laboral, de libre expresión, etc.), casi 

no habría sido cubierta por los medios y, por lo tanto, los razonamientos y los alcances de las decisio-

nes de la SCJN no habrían llegado a públicos más amplios. Es por estas razones que en la opinión 

pública el DLDP se asocia con el consumo de marihuana, porque así se ha informado a través de los 
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medios de comunicación: es el derecho que permite a las personas consumir marihuana sin ser per-

seguidas por ello. 

Respecto a la consagración del DLDP, varias de las notas recuperan lo que la SCJN explica en 

sus sentencias, que este derecho, si bien no está enunciado en la Constitución, “forma parte de un 

derecho genérico que es el derecho a la dignidad personal” (Melgar-Adalid, 2018, párr., 4), el cual sí 

se encuentra en la CPEUM (Artículo 1). En otras notas sobre esta misma materia se cita de manera 

mucho más precisa en qué consiste el DLDP según la Corte: 

Este derecho permite: “la consecución del proyecto de vida que para sí tiene el ser humano, 

como ente autónomo”, de tal manera supone “el reconocimiento del Estado sobre la facultad 

natural de toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin coacción, ni controles 

injustificados o impedimentos por parte de los demás, con el fin de cumplir las metas u obje-

tivos que se ha fijado, es decir, es la persona humana quien decide el sentido de su propia 

existencia, de acuerdo a sus valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera”. (Melgar-Adalid, 

2018, párr., 4) 

Como vemos, es claro que los alcances del DLDP van más allá de permitir a las personas con-

sumir una determinada sustancia, aunque esto no es menor, puesto que la no penalización de dicha 

conducta se dirige a eliminar “la siempre presente tentación del paternalismo del Estado, que cree 

saber mejor que las personas lo que conviene a éstas y lo que deben hacer con sus vidas” (Pérez de 

Acha, 2015, párr., 4). Como retoman las notas, el consumo lúdico del cannabis es un ejercicio de li-

bertad individual amparado por el DLDP:  

el derecho constitucional a que cada persona sea responsable de sus propios actos, sin que 

por ello sea coaccionada o prejuzgada por sus gustos o determinaciones personales. Es el de-

recho a que los consumidores sean observados bajo una nueva óptica legal e institucional de 

protección a la salud y no bajo el yugo de la severidad de la acción punitiva del Estado. (Islas, 

2015, párr., 2) 

Respecto a la fuente del derecho, en una de las columnas se plantea que no hace falta que en 

la Constitución estén enunciados los derechos a consumir marihuana o a poder divorciarse sin dejar 

pasar un tiempo mínimo o sin presentar causales para saber que, en efecto, las personas en México 

cuentan con esos derechos:  

la Constitución no garantiza en ninguno de sus artículos de manera explícita el derecho a 

elegir nuestra apariencia. A elegir cómo nos vestimos. Ello no significa que no tengamos ese 

derecho. Ello no significa que si mañana se promulga una ley que le restringe a las personas 

cómo vestir de manera injustificada, no tenemos un mecanismo para protegernos. Tan tene-

mos este derecho que ya la Suprema Corte lo reconoció: el libre desarrollo de la personalidad, 

sostuvo, también tutela “la apariencia personal”. No es magia, es interpretación judicial. (Vela 

Barba, 2014, párr., 16) 
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Este artículo es uno de los pocos que se refieren a cómo la “SCJN derivó el libre desarrollo de 

la personalidad [...] del artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” (y del ar-

tículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) al resolver el Amparo Directo Civil 

6/2008 y que también recogió en la Acción de Inconstitucionalidad 2/2010. 

Si bien la marihuana concentró la atención de los medios, las notas que se publicaron sobre 

otras temáticas también retoman aspectos importantes. El divorcio incausado es uno de ellos. En una 

nota de La Jornada de marzo del 2015, se explica que la Primera Sala de la SCJN aprobó una resolu-

ción “en la que rechaza la acreditación de causales prevista en los códigos de Veracruz y Morelos” 

(Méndez, 2015, párr., 3), lo que obligaría a los jueces a conceder el divorcio: 

bajo la premisa constitucional y convencional (fundada en tratados internacionales vincu-

lados con derechos humanos) que refiere en el ordenamiento mexicano: el libre desarrollo de 

la personalidad es un derecho fundamental que permite a los individuos elegir y materializar 

los planes de vida que estimen convenientes, cuyos límites externos son exclusivamente el 

orden público y los derechos de terceros. (Méndez, 2015, párr., 5; cursivas añadidas) 

Esta es otra de las pocas notas que retoman el andamiaje internacional de los derechos hu-

manos como fundamento del DLDP y de las decisiones de la Corte; dado que es un derecho que no 

está consagrado en la CPEUM, aludir a la Convención Interamericana de Derechos Humanos como 

sustento jurídico del DLDP es un buen aporte para la comprensión del proceso de integración y con-

solidación de este derecho en el ordenamiento jurídico nacional. 

Sobre los demandantes, la forma más común de referirlos en las sentencias y en las notas 

periodísticas es con el término “quejoso” o “quejosa”, que designa, en el lenguaje jurídico mexicano, 

a las personas promoventes de juicios de amparo. En general, con respecto a los quejosos, es impor-

tante destacar que tanto la SCJN como la prensa hacen poca alusión a sus contextos particulares. 

En correspondencia con el peso abrumador de las notas sobre consumo de marihuana, en-

contramos que los quejosos en los que más se concentraron los medios fueron aquellas personas que 

buscaron amparar su consumo personal de marihuana; esto fue resultado no sólo del interés por la 

materia, sino también porque no se trataba de quejosos desconocidos. En efecto, los recursos fueron 

promovidos por actores políticos, activistas y abogados con amplio reconocimiento público que se 

ampararon no tanto para poder consumir marihuana, sino para modificar, por vía judicial, la legisla-

ción prohibicionista vigente en la ley de salud y el Código Penal Federal, valiéndose del litigio estra-

tégico (Martínez Carmona, 2020). De este modo, destacan los nombres de Armando Ríos Piter (nom-

brado como “el exaspirante presidencial independiente” o “el senador con licencia”) y Ulrich Richter 

Morales (abogado), entre otros. Son ellos y las asociaciones México Unido Contra la Delincuencia 

(MUCD) y Sociedad Mexicana de Autoconsumo Responsable y Tolerante (SMART) y sus integrantes, 

los actores más mencionados de la temática5. 

                                                
5
 En 2021, el Pleno de la Corte resolvió la Declaratoria General de Inconstitucionalidad 1/2018 con la que invalidó 

la prohibición absoluta del consumo lúdico de marihuana establecida en artículos de la Ley General de Salud con 
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Mención aparte merece el caso de Ricardo Adair, joven con síndrome de Asperger (Pérez-

Stadelmann, 2013), cuyo caso se dio a conocer al “rechazar y ampararse contra el estado de interdic-

ción —cuando una persona es declarada judicialmente incapaz y debe mantenerse bajo la guarda de 

un tutor por carecer de aptitudes para gobernarse, cuidarse y administrar sus bienes—” (Montalvo, 

2013, párr., 2) en el que se encontraba. Nombrarlo y dar cuenta de su esfuerzo por reivindicar su 

capacidad de decidir es reflejo de la ampliación, si bien lenta y limitada, del reconocimiento de las 

personas con discapacidad como sujetos de derechos, así como de su mayor participación en la vida 

pública. 

Con respecto a las conductas amparadas retomamos un fragmento del discurso de la minis-

tra en retiro Olga Sánchez Cordero a su salida de la SCJN. En él explica que, a partir de sentencias 

históricas como las que amparan el divorcio incausado, el matrimonio igualitario o el uso lúdico del 

cannabis, la Corte “ha retomado el principio de la autonomía de la voluntad, “destacando el libre 

desarrollo de la personalidad como derecho humano” (Aranda, 2015b, párr., 6). Esta es una valora-

ción importante porque pone de manifiesto que el DLDP no es solo el derecho que permite el auto-

consumo de marihuana, sino que también reconoce la validez de diversas conductas que expresan la 

valoración y el ejercicio de la autonomía personal y de la autodeterminación de los individuos respecto 

a su proyecto de vida. 

El revuelo mediático en torno a la marihuana integró reacciones tanto positivas como nega-

tivas. Entre estas últimas están las de miembros de la iglesia católica, por ejemplo: Con la decisión de 

la corte: “se escribió otro capítulo de ignominia en la historia judicial de México” (Sánchez, 2015, 

párr., 1); pero esta postura conservadora de la élite de la Iglesia católica no sólo se presenta con res-

pecto a este tema:  

la arquidiócesis de Jalapa señaló que al permitir la unión marital entre personas del mismo 

sexo, el país “está cayendo en una involución social y en la permisividad moral que convierte 

las leyes civiles como reglas de vida erróneas”. [...] La Iglesia católica, señaló, condena la le-

galización de matrimonios homosexuales y la posibilidad para que éstos puedan adoptar ni-

ños para simular un matrimonio convencional. (Bañuelos et al., 2010, párr., 4) 

En sus declaraciones, el religioso no señala que a las conductas que cuestiona las ampara un 

derecho de reciente incorporación, el DLDP; al contrario, el obispo emérito de Guadalajara, Juan 

Sandoval Íñiguez, señaló que: 

es una aberración, que obedece a intereses internacionales que van por la línea del malthusi-

anismo [...] y han lanzado una serie de medidas desde hace varios años como la anticoncep-

ción, el aborto, el amor libre, la perversión de la niñez y la juventud, la píldora del día después, 

el divorcio exprés y el matrimonio entre homosexuales. (Bañuelos et al., 2010, párr., 3) 

Citamos esta declaración porque en ella, Sandoval Íñiguez menciona varias de las manifesta-

ciones de la voluntad individual que resultan amparadas por el DLDP a través de las sentencias de la 

                                                
base en la jurisprudencia fijada tras 5 amparos en revisión que fueron resueltos de forma consecutiva y reiterando 
el mismo criterio de interpretación (237/2014, 1115/2017, 623/2017, 548/2018 y 547/2018).  
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SCJN: la interrupción voluntaria del embarazo, el divorcio incausado o el matrimonio igualitario. En 

este caso, el obispo sitúa la discusión fuera de la perspectiva del avance de los derechos y la coloca 

dentro de un ámbito de discusión enmarcado en la moral tradicional católica. Cercanas a esta visión 

son las declaraciones que consideran “que la eliminación de las causales de divorcio ha convertido al 

matrimonio en un producto desechable” y que el amparo para el autoconsumo de marihuana “termi-

nará por destrozar la vida de los menores de edad” (Lastiri, 2015, párr., 8).  

En un sentido muy distinto a estas expresiones de condena, hay quienes a la vez que celebran 

las decisiones, también las critican por ser insuficientes o limitadas para la protección de los derechos. 

Por ejemplo: “Bien por la Corte. Ahora nada más faltan por ampararse unos cinco o seis millones de 

ciudadanos más” (Limón, 2018, párr., 2); o, en el caso de la sentencia sobre Ricardo Adair: “creo que 

la Corte debió haber declarado la inconstitucionalidad de las normas sobre interdicción, especial-

mente porque son claramente contrarias a la Constitución y a los tratados” (Díez, 2013, párr., 11).  

En particular, el primer ejemplo se refiere al Amparo en revisión 1115/2017, resuelto el 11 de 

abril de 2018, en donde la SCJN, por segunda ocasión, ampara el consumo lúdico de marihuana para 

así proteger el libre desarrollo de la personalidad, en este caso, del abogado Ulrich Richter Morales, 

conocido por su activismo en el litigio estratégico. Lo limitante de la resolución es que sólo tiene efec-

tos de protección para quien demandó el amparo, es decir, sobre Ulrich Richter, por lo que, para que 

otras personas consumidoras pudieran obtener el permiso de adquirir marihuana de forma legal, se-

ría necesario que también tramitaran un amparo y que este fuera resuelto a su favor. Esto nos habla 

de la trascendencia y los alcances de las decisiones judiciales en la vida cotidiana, de cuál es su im-

pacto social y de si logran o no garantizar los derechos para todas las personas, incluso para aquellas 

que no tienen los medios con los cuales acceder a la protección de la justicia por medio de un amparo. 

Análisis comparado de los dos casos  

A continuación, examinamos de manera detallada algunas de las sentencias, tanto de la CCC 

como de la SCJN, cuyas temáticas son consideradas históricas por las implicaciones sociales que tu-

vieron en cuanto a la protección de derechos de poblaciones vulnerables. Asimismo, hacemos un aná-

lisis global de cada país para exponer, por una parte, las materias que mayor cobertura tuvieron por 

los medios de comunicación en Colombia y México, y, por otra, las materias o temas que más estuvie-

ron presentes en las sentencias de ambas cortes. Como veremos, tribunales constitucionales y medios 

de comunicación persiguen lógicas distintas y, aunque con coincidencias, se pueden registrar claras 

e importantes diferencias en los procesos de incorporación constitucional, difusión mediática y de-

manda social de los derechos en general y del DLDP en particular, tal como lo muestra la Figura 7. 
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Figura 7. Comparación entre el número de sentencias y notas de prensa por materia en Colombia y 

México. 

 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

La Figura 7 muestra que el cubrimiento que los medios de Colombia y México hicieron de las 

sentencias de los tribunales tuvo lógicas distintas. En el caso de Colombia los medios prestaron una 

atención más amplia a las materias a las que se refieren las sentencias de la CCC; si bien hubo muchos 

más recursos resueltos por el tribunal en torno a la “Apariencia personal” (37) que a la discriminación 

por orientación sexual (9), la atención de los medios a las dos materias fue bastante similar, con 30 y 

24 notas, respectivamente. Sólo dos resoluciones de la CCC son consideradas en alguna nota como 

históricas: “El 7 de Febrero de 2007 será un día histórico en la lucha por los derechos humanos y los 

derechos sexuales en Colombia, la Corte Constitucional ha garantizado los derechos patrimoniales de 

las parejas homosexuales” (Un fallo histórico en Colombia, 2007, párr., 1). 

El carácter histórico de la sentencia C-075 de 2007 a la que alude la nota es reconocido por la 

literatura, pues en los años previos los pronunciamientos de la Corte sobre esta población se dirigían 

hacia “los individuos en su orientación sexual pero no a las parejas” (Lemaitre Ripoll, 2009, p. 83). 

Ésta fue la primera sentencia que protegió a las parejas homosexuales fundando una línea jurispru-

dencial que se afianzaría en los años siguientes, y que desembocó en la legalización del matrimonio 

igualitario en 2016.  

La centralidad de las sentencias referidas a esta población y el reconocimiento de ella en los 

medios revisados se hace evidente en la existencia de notas que hacen un recuento de los pronuncia-

mientos del tribunal. Por ejemplo, la nota titulada “Los 73 triunfos de los LGBTI” que inicia seña-

lando:  
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La primera de las 73 sentencias –la T-594 de 1993– le permitió a un transexual cambiar su 

nombre de nacimiento por uno que se amoldaba más con su nueva identidad. La Corte sos-

tuvo que “la esencia del libre desarrollo de la personalidad es el reconocimiento que el Estado 

hace de la facultad de toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin coacción ni 

controles injustificados o impedimentos”. (Jiménez, 2015, párr., 3) 

La extensa nota menciona los nombres de las demás sentencias, detallando información o 

argumentos de algunas de ellas para mostrar la protección de la CCC a esta población, con varias 

referencias al DLDP.  

La otra sentencia de la CCC que los medios adjetivan en un sentido similar es “la histórica 

decisión de 1994” que estableció que consumir drogas ilegalizadas es una decisión personal (Sí se 

pueden consumir drogas y alcohol en espacio público: Corte Constitucional, 2019). Dicha decisión del 

tribunal, tomada dos años después de entrar en funciones, se convirtió en un referente de su primera 

época, pues en ella se afianzó el sentido del DLDP y se cuestionó el paternalismo de parte del Estado 

al pretender imponer un modelo de virtud para la ciudadanía. 

Por su parte, en el caso de México, la cobertura a las diferentes materias fue bastante dispar. 

Como ya se señaló, lo que de lejos atrajo más la atención de los medios fueron los fallos de la SCJN 

que amparaban a personas para el autoconsumo de la planta, sobre todo el primero de ellos:  

En una decisión histórica, la primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) 

declaró la inconstitucionalidad de la ‘‘prohibición absoluta’’ del consumo de mariguana, al 

conceder un amparo –que beneficia exclusivamente a cuatro quejosos– para que consuman, 

siembren, cultiven, cosechen, preparen, posean y transporten la yerba para autoconsumo lú-

dico y recreativo. (Aranda, 2015a, párr., 1) 

Muchas otras notas fueron publicadas en este mismo sentido, si bien, como se señaló atrás, 

también hubo medios que reportaron reacciones negativas de diversos actores frente a ésta y otras 

sentencias.  

La otra materia considerada histórica por parte de los medios mexicanos consultados fue el 

matrimonio igualitario. Esto se planteó, en particular, respecto a la sentencia (Amparo en revisión 

152/2013) que declaró inconstitucional el artículo del Código Civil de Oaxaca que concebía el matri-

monio como la unión “entre un solo hombre y una sola mujer” cuya finalidad era “perpetuar la espe-

cie”; la Corte sostuvo que esa formulación “atenta contra la autodeterminación de las personas y del 

derecho al libre desarrollo de la personalidad de cada individuo”, lo cual fue considerado “un paso 

histórico hacia la apertura de los matrimonios gay en todo el país” (Granados, 2012, párrs., 1-3). 

Esta sentencia fue seguida de otras en el mismo sentido que llevaron a que la Corte estable-

ciera jurisprudencia en 2015 (Alterio & Niembro, 2017) lo que llevaría a establecer el matrimonio 

igualitario en todo el país. Se trató de un proceso lento porque, si bien el tribunal señaló la inconsti-

tucionalidad de mantener definiciones del matrimonio que impidieran estas uniones, se requería que 

cada una de las entidades federativas ajustara sus legislaciones, lo cual terminó de ocurrir en junio de 

2023 (García, 2023).  
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Otra sentencia valorada como histórica fue la de Ricardo Adair, de 2013, por ser “la primera 

vez que la Corte se pronuncia sobre restituir los derechos de una persona con discapacidad” al emitir 

una sentencia “en un formato de lectura fácil, hecho que cumple con la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad” (Méndez López, 2013, párrs., 6 y 8). 

Para poder visualizar las diferencias entre el cubrimiento que hicieron los medios colombia-

nos y mexicanos a las sentencias que referían al DLDP generamos una nube con las 25 palabras más 

frecuentes de las notas de cada país (Ver la Figura 8). 

 

Figura 8. Nubes con las 25 palabras más frecuentes de las notas de prensa en torno al DLDP en 

Colombia y México. 

 

Nota: Fuente elaboración propia. 

 

En ambos casos la palabra “corte” es central, tiene el mismo peso en el conjunto de las notas, 

y es la coincidencia que más salta a la vista entre los dos casos. Hay palabras que aparecen en ambos 

casos, pero no coinciden en la frecuencia; con respecto a Colombia es notorio que “derecho” tenga un 

peso equivalente al de “corte” y que el plural “derechos” también tenga una frecuencia alta, cosa dis-

tinta en el caso mexicano, donde aparecen en gris más claro, lo que indica una frecuencia menor. 

Después de “derecho” y “corte”, en el caso colombiano se posicionan “libre”, “constitucional”, “dere-

chos” y “mujeres”; la frecuencia de la palabra “libre” la podemos entender porque el DLDP es referido 

en la mitad de las notas, como ya se señaló. Lo que resulta más llamativo es que aparezca en el mismo 

nivel la palabra “mujeres” y esto da cuenta de la atención prestada por los medios a las sentencias 

referidas a esta población;6 varias notas remiten a sentencias que derogaron normas previas a la Cons-

titución de 1991 cuya constitucionalidad se demandó por ser discriminatorias hacia las mujeres: 

Otro de los artículos machistas era el 1134 del Código Civil, que se cayó en la Corte en el 2005. 

Esa norma establecía que las mujeres sólo podían recibir una mesada de las herencias cuando 

                                                
6
 Es importante señalar que en Colombia y México entre 2021 y 2023 los tribunales de los dos países avanzaron 

en el reconocimiento de la autonomía reproductiva de las mujeres, invocando el DLDP y otros derechos, y esto 
tuvo un importante despliegue mediático que no recogemos aquí. 
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permanecen solteras y viudas. Una ciudadana demandó ese artículo porque era discrimina-

torio para la mujer ya que las presiona económicamente a que no contraigan nupcias para 

poder recibir el usufructo económico de una herencia. (Sarralde, 2019, párr., 18) 

Hay varias notas sobre estas normas diferenciadas que implicaban limitaciones a la conducta 

de las mujeres y que fueron modificadas por la Corte al considerar que violaban su DLDP. También 

se hace referencia a las sanciones que aplicaban los colegios a estudiantes embarazadas y a mujeres 

trans. Otras palabras que aparecen en la nube para el caso colombiano, como “parejas” y “homose-

xuales”, dan cuenta del cubrimiento que se le dio a las sentencias relacionadas con los derechos de 

esta población. También aparece la palabra “colegio”, ámbito institucional al que refieren varias de 

las sentencias que tienen que ver con la apariencia personal y la discriminación por orientación se-

xual, materias a las que más seguimiento dieron los medios colombianos, como se señaló en el apar-

tado previo.  

En el caso mexicano las dos palabras más frecuentes en las notas son “corte” y “mariguana” y 

con nivel de frecuencia menor también aparece “marihuana”7; en el mismo tema y con un alto nivel 

de frecuencia se encuentra la palabra “consumo”, como también “droga” y un poco más abajo “2015”. 

Al observar la nube de palabras del caso mexicano resulta evidente lo que se comentó en un apartado 

previo acerca de la centralidad que tuvo la materia “consumo de marihuana” y que el primer amparo 

resuelto en la materia en 2015 fue el que tuvo el mayor cubrimiento durante el periodo de revisión. 

Las otras materias abordadas por los medios mexicanos tuvieron una cobertura de lejos mucho menor 

y esto explica que no aparezcan palabras relativas a ellas entre las más frecuentes. Las nubes de pala-

bras nos permiten visualizar con claridad los acentos que tuvo la cobertura de los medios de comuni-

cación en los dos países, más equilibrada en el caso de Colombia y mucho más concentrada en una 

sola materia en el caso de México. 

 

Conclusiones 

En este artículo hemos analizado la cobertura que hicieron medios colombianos y mexicanos de las 

sentencias emitidas por sus respectivas cortes referidas al DLDP. Como señalamos, se trata de un 

derecho de reciente incorporación en el ámbito jurídico latinoamericano y, en particular en el mexi-

cano, donde empezó a ser invocado por la SCJN desde hace década y media, mientras que, en el caso 

colombiano, fue incorporado en la Constitución de 1991. ¿Cómo se entera la población de que este 

derecho existe y, además, de qué conductas ampara? Consideramos que los medios de comunicación 

han jugado un papel importante en este proceso de difusión y apropiación de los derechos en general, 

y de este derecho en particular. Los tribunales constitucionales, como parte del poder judicial, son 

reactivos, es decir, dan respuesta a las demandas que plantean los agentes sociales, no sólo de aquellos 

                                                
7
 Ambas formas están aceptadas en el diccionario de la RAE. Si se suman las dos palabras se llega a 999 (porcen-

taje ponderado de 1.19%) menciones, con lo que superan a “corte” que llega a 933 (porcentaje ponderado de 
1.11%).  



Ángela Margoth Bacca Mejía y Óscar Alí Nava García  23 

Revista de Comunicación Política, vol. 7, enero-diciembre, 2025, http://rcp.uanl.mx, pp. 1−28, ISSN: 2992-7714 

especializados y con un conocimiento del andamiaje jurídico (integrantes del poder legislativo, por 

ejemplo), sino también de personas del común de la población. Por ello, que los medios hablen de 

cosas que se pueden reclamar ante los tribunales, de los fallos que profieren y en los que resuelven 

algunos conflictos o demandas que llegan hasta ellos, juega un papel importante para que sectores 

más amplios de la sociedad incluyan dentro de sus horizontes de acción recurrir a los tribunales. 

Las lógicas mediáticas no tienen por qué coincidir con las de los tribunales. Por eso es impor-

tante indagar qué informan los medios de lo que hacen estos tribunales, qué es noticia. Harcup y 

O’Neill (2017) consideran que responder esta cuestión es fundamental puesto que “el proceso de se-

lección periodística ha sido descrito como ‘probablemente tan importante o quizás a veces más im-

portante que lo que realmente sucede’ cuando se trata de determinar si algo se convierte o no en 

noticia (Westerhahl y Johansson 1994, 71)” (Harcup & O’Neill, 2017, p. 1471).  

Mostramos que los medios no dieron cubrimiento a todas las sentencias producidas por los 

tribunales, y que de aquellas de las que dieron cuenta, no lo hicieron con la misma frecuencia o inten-

sidad. En el caso de México es claro que el DLDP fue dado a conocer por los medios sobre todo en 

relación con el consumo de marihuana; dos tercios de las notas encontradas refieren a esta materia. 

En el caso de Colombia no hubo un único tema que acaparara la mayor parte de la atención de los 

medios, sino que esta estuvo más repartida y hubo un par de materias que tuvieron un cubrimiento 

similar: las sentencias referidas a la apariencia personal y a la discriminación por orientación sexual.  

¿Qué tienen en común estas materias? Como lo proponen Harcup y O’Neill (2017), se refieren 

a historias sobre un drama en desarrollo, pero es claro que también remiten a situaciones conflictivas 

y controversiales, otro de los marcadores que plantean estos autores para que algo sea noticia. En 

efecto, mostramos que las materias abordadas por los medios en los dos países generaban polémica 

entre algunos sectores de la sociedad. Lo que ilustramos con algunos extractos de las notas periodís-

ticas es que no se trataba de situaciones que generaran consenso, sino que había quienes celebraban 

las decisiones del tribunal y quienes las lamentaban. Reconocer derechos no es algo que se haga de 

manera fluida y tersa en ninguna sociedad; en el caso del DLDP, hemos mostrado que ha sido invo-

cado en los dos países para proteger a poblaciones minoritarias antes excluidas (homosexuales, con-

sumidores de marihuana, personas con discapacidad, entre otras) o con menos poder social (mujeres 

y jóvenes) y que en torno a estos cambios es imposible identificar resistencias de diversos sectores y, 

de manera más amplia, una arena de disputa permanente.  

Aunque podemos encontrar acentos similares en la manera en la que informaron los medios 

de los dos países acerca de las sentencias de los tribunales referidas al DLDP, hay importantes dife-

rencias. Teniendo en cuenta lo que señalamos acerca de que este derecho se mencionó más en las 

notas de prensa del caso colombiano que en el mexicano, podemos decir que en Colombia se va del 

derecho a las prácticas que ampara el DLDP. En México el movimiento parece ser inverso: se va de 

las prácticas al derecho que las ampara; en este sentido, vemos que, en la mayoría de los trabajos 

periodísticos del caso mexicano, el foco no está puesto en el fundamento jurídico en el que se amparan 

las conductas que sí están destacando, sobre todo en titulares, las notas periodísticas. La ausencia de 
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una mención clara del DLDP en los medios podría tener implicaciones importantes sobre la disposi-

ción de las audiencias para entender, reconocer o aceptar como legítimas las conductas y las personas 

o grupos sociales que a través de la vía judicial buscan defender su derecho a definir de forma autó-

noma su proyecto de vida. 

Otra diferencia que pudimos encontrar es que las sentencias de la Corte colombiana dan de-

talles precisos y, en un lenguaje bastante accesible, describen la cotidianidad referida a los deman-

dantes y lo que demandan; los medios hacen otro tanto y recuperan estos acentos. El caso mexicano 

es distinto: el lenguaje de las sentencias es mucho más formal, menos cercano, y la manera como 

informan los medios sigue esta línea, la reproduce de forma casi textual. Valdría la pena preguntarse 

si estos contrastes también se vinculan a los diferentes niveles de acceso al trámite de la tutela en 

Colombia y, en contraposición, a los múltiples obstáculos (en términos de tiempo y dinero, como mí-

nimo) que implica iniciar un juicio de amparo en México. Por estas y otras razones resulta valioso el 

ejercicio comparativo, pues nos permite trazar las diferentes trayectorias (en términos constituciona-

les, periodísticos o sociales) que han adquirido derechos de reciente incorporación, como es el caso 

del DLDP, en países como Colombia y México. 
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